JUZGADO DE INSTRUCCION NUMERO 5 DE ALICANTE
Procedimiento: Diligencias Previas Nº 002690/2010 - -  

EXPOSICIÓN RAZONADA


Que formula y eleva a V.E., Manrique Tejada y Del Castillo, Magistrado-Juez de Instrucción del Juzgado de Instrucción nº Cinco de Alicante, en relación con las Diligencias Previas nº 2690/2010 de este Juzgado, seguidas contra las siguientes personas e, inicialmente, por los siguientes indicios que pudieran ser constitutivos de los delitos que se exponen  y sobre la que seguidamente se argumentará sin perjuicio de la calificación que proceda en el momento procesal oportuno:

1º) El empresario D. ENRIQUE TOMÁS ORTIZ SELFA por los presuntos delitos de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículos 418 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 429 del Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010) y de cohecho (artículo 423.1 y 2 Código Penal  en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010).

2º) Dª MANUELA CARRATALÁ FERNÁNDEZ por los presuntos delitos de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículo 418 del Código Penal) y de cohecho (artículo 423.1 y 2 Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010).

3º) D. DANIEL GIL MALLEBRERA por los presuntos delitos de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículos 418 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 429 del Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010).

4º) El arquitecto director del proyecto de revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Alicante D. JESÚS QUESADA POLO por los presuntos delitos de asesoramiento ilegal (artículo 441 del Código Penal), revelación de información privilegiada por funcionario (artículo 417 del Código Penal) y tráfico de influencias (artículo 428 del Código Penal).

5º) El abogado colaborador externo en la redacción de la revisión del Plan General de Ordenación Urbana y socio del despacho SALVETTI ABOGADOS Y CONSULTORES S.L. D. JAVIER GUTIÉRREZ MIGUÉLEZ por los presuntos delitos de asesoramiento ilegal (artículo 441 del Código Penal), actividad prohibida a funcionario público (artículo 439 del Código Penal), revelación de información privilegiada por funcionario (artículo 417 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 428 del Código Penal) y cohecho (sin concreción en esta fase procesal del tipo penal).

6º) El abogado-socio del despacho SALVETTI ABOGADOS Y CONSULTORES S.L. D. JOSÉ LUIS CASTEDO RAMOS por los presuntos delitos de asesoramiento ilegal (artículo 441 del Código Penal), actividad prohibida a funcionario público (artículo 439 del Código Penal),  revelación de información privilegiada por funcionario (artículo 417 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 428 del Código Penal) y cohecho (sin concreción en esta fase procesal del tipo penal).

7º) El Director General Adjunto de la entidad financiera BANCAJA en el momento de los hechos D. JUAN ZURITA MARQUÉS por la presunta comisión de un delito de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículo 418 del Código Penal).

8º) D. JOSÉ CORTINA ORRIOS, Director General Adjunto de BANCAJA, por los presuntos delitos de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículos 418 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 429 del Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010).

9º) El empresario D. JOSÉ GREGORIO BERNABÉ MARTÍNEZ por la presunta comisión de un delito de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículo 418 del Código Penal).

10º) D. VICENTE PÉREZ CAÑAS, consejero delegado del Grupo Inmobiliario G.V., por la presunta comisión de un delito de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad y funcionario (artículo 418 del Código Penal).

11º) D. AURELIO GONZALEZ VILLAREJO, empresario, por la presunta comisión de un delito de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad y funcionario (artículo 418 del Código Penal).

12º) D. RAMÓN SALVADOR ÁGUEDA, empresario, por la presunta comisión de un delito de cohecho (artículo 424 del Código Penal).

13º) D. JORGE YACOBI STRASSER, letrado, por la presunta comisión de un de un delito de aprovechamiento de información facilitada por autoridad o funcionario público (artículo 418 del Código Penal) y tráfico de influencias (artículo 429 del Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010).

14º) D. BERNARDO CAMPOS DE AZCÁRATE  por la presunta comisión de un de un delito de aprovechamiento de información facilitada por autoridad o funcionario público (artículo 418 del Código Penal) y tráfico de influencias (artículo 429 del Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010).
15º) D. JOSÉ JUAN CLIMENT IVARS, empresario administrador mancomunado de la mercantil DREAMVIEW S.L., por la presunta comisión de un delito de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículo 418 del Código Penal).

16º)  D. JOSÉ FRANCISCO JAVIER LEÓN BARAHONA, empresario administrador mancomunado de la mercantil DREAMVIEW S.L., por la presunta comisión de un delito de aprovechamiento de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario (artículo 418 del Código Penal).


De las diligencias practicadas hasta la fecha resultan indicios que justifican que por la autoridad judicial legalmente competente se cite a declarar en calidad de imputado a D. LUIS BERNARDO DÍAZ ALPERI, diputado de las Cortes Valencianas, según consta en la certificación expedida por la Secretaría de las Cortes Valencianas (f 9512), a los efectos de que declare sobre su presunta participación en hechos susceptibles de ser calificados inicialmente como delitos de revelación de información privilegiada facilitada por autoridad (artículo 417 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 428 del Código Penal) y de cohecho (sin concreción en esta fase procesal del tipo penal), y al objeto de preservar los derechos constitucionales con asistencia letrada.


Asimismo se considera necesario a la vista de lo actuado que preste declaración en calidad de imputada ante la autoridad judicial competente Dª. SONIA CASTEDO RAMOS, diputada en las Cortes Valencianas, según consta en la certificación expedida por la Secretaría de las Cortes Valencianas (f 8864), a los efectos de que declare sobre su presunta participación en hechos susceptibles de ser calificados inicialmente como delitos de revelación de información privilegiada facilitada por autoridad (artículo 417 del Código Penal), tráfico de influencias (artículo 428 del Código Penal) y de cohecho (sin concreción en esta fase procesal del tipo penal), y al objeto de preservar los derechos constitucionales con asistencia letrada.


Esta exposición razonada se eleva a V.E. al amparo de lo dispuesto en el artículo 73.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece que la Sala de lo Civil y lo Penal del Tribunal Superior de Justicia tiene atribuidas, como Sala de lo Penal, el conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia, y en virtud de ello, de lo dispuesto en el art. 23.3, párrafo segundo del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, que establece, en relación con los miembros de Las Cortes Valencianas, que “Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delictivos realizados en el territorio de la Comunidad Valenciana, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento, en su caso, y a juicio al Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.”.

PRIMERO.- ANTECEDENTES JURÍDICO-PENALES DEL PROCEDIMIENTO.

Se introducen de forma concisa los siguientes razonamientos jurídicos únicamente al objeto de servir argumentalmente a la exposición de los indicios resultantes de la instrucción llevada a cabo, habida cuenta de la especial naturaleza de los delitos investigados, su complejidad y vinculación con otras ramas del derecho, en concreto con el derecho urbanístico.

I.- Fundamentos Jurídicos sobre el tráfico de influencias.

Establece el artículo 428 del Código Penal que “El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de prisión de seis meses a un año, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a seis años. Si obtuviere el beneficio perseguido se impondrán las penas en su mitad superior”.

Señala la Sala de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en sentencia 9/2003 de 27 de marzo, confirmada por sentencia del Tribunal Supremo 806/2004 de 28 de junio refiriéndose a este tipo penal que: “El injusto hoy se presenta como un delito de actividad y de resultado cortado. Un delito de actividad en la medida en que acción y resultado se presentan simultáneamente y de resultado cortado porque el legislador ha adelantado la línea de reprobación a un momento anterior al resultado que se pretende evitar. De ahí que algún sector doctrinal haya visto el bien jurídico objeto de protección no tanto en la objetividad y la imparcialidad de la función pública cuanto en la quiebra de la confianza o peligro de la imparcialidad de esa función. Lo cierto es que su aplicación precisa de una exacta contemplación de sus elementos. El primero de los elementos del delito se centra en el término influencia. El funcionario o autoridad debe influir en otro funcionario o autoridad. Influencia es tanto como autoridad moral o como predominio en el ánimo, según el Diccionario de la Lengua. Supone una presión moral determinante en la acción o decisión de otra persona. Algo así como el influjo psíquico que conforma la inducción, pero esta vez integrado por la posición o status del influyente. Como ha dicho nuestro Tribunal Supremo, en sentencia de 24 de junio de 1994: “El tipo objetivo en aquél, consiste en “influir”, esto es, el verbo rector único del delito de tráfico de influencias es precisamente, como queda dicho, “influir”, es decir, la sugestión, inclinación, invitación o instigación que una persona lleva a cabo sobre otra para alterar el proceso motivador de ésta, que ha de ser una autoridad o funcionario, respecto de una decisión a tomar en un asunto relativo a su cargo abusando de una situación de superioridad, lo que un sector de la doctrina científica ha llamado ataque a la libertad del funcionario o autoridad que tiene que adoptar, en el ejercicio del cargo, una decisión, introduciendo en su motivación elementos ajenos a los intereses públicos, que debieran ser los únicos ingredientes de su análisis, previo a la decisión”… Pero, como puede observarse en el tipo legal, no basta con la mera influencia; es preciso prevalerse de algunas situaciones sobre la finalidad de influir en el funcionario que ha de tomar la decisión. El prevalimiento es, pues, el segundo de los elementos esenciales del delito. Prevalimiento en una de las tres modalidades que el Código contempla: bien por el ejercicio de las facultades del cargo, lo que llama a un ejercicio abusivo y fuera de las normales competencias administrativas de la autoridad o funcionario que se dirige al que ha de decidir; bien por una situación derivada de una relación personal (de amistad, de parentesco, de afinidad política, amorosa, etc. etc.), que pueda mover el ánimo del funcionario afectado, por humana presión, más análoga a las previstas en el artículo siguiente; bien por una situación derivada de relación jerárquica, con mayor carga coactiva todavía que la primera, en cuanto depende de la decisión cualquier ventaja o expectativa profesional del influido. Las acciones típicas deben ir dirigidas -teleológicamente orientadas- a conseguir una resolución beneficiosa. Este elemento, como hemos dicho al principio, distingue la normativa actual de la anterior. La resolución beneficiosa aparece ahora como el ánimo tendencial no como resultado tipificado. La norma no requiere ni la emisión de la resolución ni la efectiva obtención del beneficio económico. Deberá no obstante probarse que la influencia iba encaminada a la obtención de ambos, porque este ánimo tendencial constituye el elemento subjetivo del injusto… Así pues, la voluntad del legislador, como se ha dicho, es la de castigar la mera interferencia de situaciones derivadas de relaciones personales, profesionales o de jerarquía en el proceso de decisión, como conducta que pone en riesgo la objetividad e imparcialidad de la función pública. También respecto a la bondad o corrección de la resolución, algún sector doctrinal ha venido sosteniendo que la imputación objetiva del resultado reclama que la resolución dictada por el funcionario influido ha de ser injusta, pues caso de no serlo no se crea un riesgo típicamente relevante al no afectar al bien jurídico protegido. No parece, sin embargo, que sea ésta la voluntad del legislador. El legislador no ha adjetivado la resolución como así ha hecho cuando ha querido (prevaricación, cohecho, etc.). Parece que su intención ha sido castigar en todo caso la resolución cuando venga dictada por las influencias recibidas (al modo como lo hace el art. 178 del Código penal francés). Y lo anterior no vulneraría el principio de ofensividad penal si se atiende a la ya reseñada finalidad del precepto: la extraña e ilícita interferencia en el proceso de decisión que enturbia la confianza en la objetividad e imparcialidad de la función al aparecer públicamente como beneficiadora de un interés parcial.”
Establece el artículo 429 del Código Penal en su redacción vigente hasta el 23 de diciembre de 2010 que “El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar, directa o indirectamente, un beneficio económico para sí o para un tercero, será castigado con las penas de prisión de seis meses a un año, y multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido. Si obtuviere el beneficio perseguido se impondrán las penas en su mitad superior”.

En torno al concepto de funcionario público se ha de señalar el pronunciamiento que al respecto hace el Tribunal Supremo en sentencia 333/2003 de 28 de febrero, cuando expone que: “esta Sala ha establecido en torno al concepto penal de funcionario público que se considera como tal a “todo el que por disposición inmediata de la ley o por elección o por nombramiento de autoridad competente participe del ejercicio de funciones públicas” (artículo 24.2 del vigente Código Penal o artículo 119 del Código Penal de 1973). Doctrina y jurisprudencia coinciden en resaltar que los conceptos que se contienen en el citado artículo del Código Penal son más amplios que los que se utilizan en otras ramas del ordenamiento jurídico y más concretamente en el ámbito del derecho administrativo. Mientras que para el Derecho administrativo los funcionarios son personas incorporadas a la Administración Pública por una relación de servicios profesionales y retribuidos, regulada por el derecho administrativo, por el contrario, el concepto penal de funcionario público no exige las notas de incorporación ni permanencia, sino la mera participación en la función pública. La definición legal de funcionario público recogida en el artículo 24.2 del vigente Código Penal se compone de dos elementos o requisitos ya que no es suficiente con que participe en el ejercicio de funciones públicas sino que se requiere, además, que se haya incorporado a dicho ejercicio por disposición inmediata de la ley o por elección o por nombramiento de autoridad competente (STS de 10 de octubre de 1997), precisando que en el ámbito del derecho penal lo que importa es proteger penalmente el ejercicio de la función pública en orden a sus propios fines, garantizando a un tiempo los intereses de la administración (y su prestigio) y los de los administrados. Y en torno a la función pública y al origen del nombramiento gira la definición penal de funcionario: lo es el que participa del ejercicio de una función pública y por cualquiera de las tres vías de designación que recoge el precepto, de las que nos interesa en este caso el “nombramiento de autoridad competente”. Nada importan en este campo ni los requisitos de selección para el ingreso, ni la categoría por modesta que fuere, ni el sistema de retribución, ni el estatuto legal y reglamentario, ni el sistema de previsión, ni aun la estabilidad o temporalidad (STS de 11 de octubre de 1993 y las que en ella se citan)”. Lo relevante es que dicha persona esté al servicio de los entes públicos, con sometimiento de su actividad al control del derecho administrativo y ejerciendo una actuación propia de la Administración Pública” (STS 1292/2000 de 10 de julio).

II.- Fundamentos Jurídicos sobre la revelación de información privilegiada facilitada por autoridad o funcionario.

Establece el artículo 417 del Código Penal que  “La autoridad o funcionario público que revelare secretos o informaciones de las que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo y que no deban ser divulgados, incurrirá en la pena de multa de doce a dieciocho meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años. 

Si de la revelación de secretos resultare un grave daño para la causa pública o para tercero, la pena será de prisión de uno a tres años, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a cinco años”.

La Audiencia Provincial de Granada en sentencia 177/2008 de 19 de marzo, confirmada por la Sentencia del Tribunal Supremo 887/2008 de 10 de diciembre, se pronunció sobre los elementos de este tipo penal señalando que “…los elementos típicos del delito se articulan en torno a tres ideas esenciales: sujeto activo será el funcionario público entendido en el amplio concepto que define el art. 24 del Código penal como toda persona que por disposición inmediata de la Ley o por nombramiento de autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas; el objeto recae sobre aquellos hechos, datos o informaciones que, conocidos por el funcionario en atención a su cargo, empleo u oficio público, bien estén afectos de específico secreto así impuesto por la norma, bien sean reservados por su propia naturaleza aunque no hayan recibido la calificación formal de secreto; y la acción consiste en revelar esos secretos o informaciones no divulgables, es decir, manifestar, comunicar o hacer partícipes de esos secretos o informaciones a otros que no deban tener acceso a ellos”.

III.- Fundamentos Jurídicos sobre el aprovechamiento de información privilegiada obtenida de un funcionario público.

Establece el artículo 418 del Código Penal que: “El particular que aprovechare para sí o para un tercero el secreto o la información privilegiada que obtuviere de un funcionario público o autoridad, será castigado con multa del tanto al triplo del beneficio obtenido o facilitado. Si resultare grave daño para la causa pública o para tercero, la pena será de prisión de uno a seis años”.

Señala el Tribunal Supremo en sentencia 1194/2004 de 7 de diciembre al respecto de los elementos del tipo de este delito que “…solamente contempla la acción del particular que se limita, sin más connotaciones, a aprovecharse de los datos secretos o de información privilegiada. Aunque necesita el concurso del funcionario público, la actividad principal corresponde al particular. Es cierto que el particular consigue un efecto similar al del delito de revelación de secretos cometido por funcionario público o autoridad y previsto en el artículo 417, hasta tal punto que ha sido calificado por la doctrina como el reverso del tipo penal del funcionario que actúa en el ámbito del artículo 418”.

Para considerar que se ha cometido este delito es necesario que se haya producido un aprovechamiento de carácter económico, y la consecuencia jurídica prevista es la imposición de una multa del tanto al triplo del beneficio económico obtenido o facilitado.

IV.- Fundamentos jurídicos sobre el asesoramiento ilegal.
Establece el artículo 441 del Código Penal que “La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos admitidos en las leyes o reglamentos, realizare, por si o por persona interpuesta, una actividad profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al servicio de entidades privadas o de particulares, en asunto en que deba intervenir o haya intervenido por razón de su cargo, o en los que se tramiten, informen o resuelvan en la oficina o centro directivo en que estuviere destinado o del que dependa, incurrirá en las penas de multa de seis a doce meses, y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años”. 

La Audiencia Provincial de Baleares, en sentencia 12/2000 de 3 de febrero se pronunció sobre los elementos que conforman el tipo penal descrito en el artículo 441 del CP, siendo éstos:

“a) El sujeto activo ha de ser una autoridad o funcionario público, entendiendo el artículo 24 del CP por autoridad a los efectos penales a los que por sí solo o como miembro de una corporación, tribunal u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción propia.

b) El núcleo de la conducta típica viene representado por la realización de una actividad profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al servicio de entidades privadas o de particulares.

c) El objeto de dicha actividad ha de ser un asunto en que deba intervenir el sujeto o en que haya intervenido por razón de su cargo, o que se tramite, informe o resuelva en la oficina o centro directivo en que estuviese destinado o del que dependa aquél.

d) Como elemento negativo es necesario que la actividad profesional o de asesoramiento no se halle expresamente admitida en las Leyes o Reglamentos, en clara referencia a la Ley 53/1.984 de 26 de Diciembre de Incompatibilidades del Personal al Servicio de la Administraciones Públicas y el R .D. 598 de 30 de abril, sobre Incompatibilidades del Personal al Servicio de la Administración del Estado, de la Seguridad Social y de los Entes, Organismos y empresas dependientes.

V.- Fundamentos jurídicos sobre el cohecho.

El Código Penal regula, en sus artículos 419 a 427 (en su redacción vigente hasta el 24 de diciembre de 2010), distintas conductas cuyo bien jurídico protegido es la probidad del funcionario público que le permite a la Administración asegurar una prestación adecuada, objetiva y no discriminatoria de los servicios públicos, y el correcto funcionamiento de la administración pública en cuanto al comportamiento honesto de sus servidores. En el delito de cohecho el legislador ha querido proteger la legalidad del Estado y la imparcialidad en el ejercicio de la función pública, así como la dignidad de la misma, como señala el Tribunal Supremo en sus sentencias 1826/1994 de 18 de octubre y 1319/2002, de 11 de junio.

Establece el artículo 419 del Código penal que: “La autoridad o funcionario que, en provecho propio o de un tercero, solicitare o recibiere, por sí o por persona interpuesta, dádiva o presente o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo una acción u omisión constitutivas de delito, incurrirá en la pena de prisión de dos a seis años, multa del tanto al triplo del valor de la dádiva e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de siete a doce años, sin perjuicio de la pena correspondiente al delito cometido en razón de la dádiva o promesa” (En su redacción vigente hasta el 24 de diciembre de 2010).

Indica al respecto el Tribunal Supremo en su sentencia 504/2003, de 2 de abril, que la estructura típica requiere la aceptación o exigencia de algo económicamente evaluable para la realización de un hecho delictivo. Y en sus sentencia 21/1993, de 18 de enero, que es un delito unilateral que se consuma por la mera solicitud u ofrecimiento de la dádiva.

Establece el artículo 420 del Código penal que “la autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, solicite o reciba, por sí o por persona interpuesta, dádiva o promesa por ejecutar un acto injusto relativo al ejercicio de su cargo que no constituya delito, y lo ejecute, incurrirá en la pena de prisión de uno a cuatro años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a nueve años, y de prisión de uno a dos años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a seis años, si no llegara a ejecutarlo. En ambos casos, se impondrá, además, la multa del tanto al triplo del valor de la dádiva” (En su redacción en vigor hasta el 24 de diciembre de 2010).

El Tribunal Supremo, en su sentencia 782/2005, de 10 de junio, considera que la injusticia del acto en el art. 420 consiste en una contradicción material y relevante con el Ordenamiento jurídico y no en la mera ilegalidad formal o administrativa.

Dispone el artículo 425 del Código penal que: “1. La autoridad o funcionario público que solicitare dádiva o presente o admitiere ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo o como recompensa del ya realizado, incurrirá en la pena de multa del tanto al triplo del valor de la dádiva y suspensión de empleo o cargo público pro tiempo de seis meses a tres años.

2. En el caso de recompensa por el acto ya realizado, si éste fuera constitutivo de delito se impondrá, además, la pena de prisión de uno a tres años, multa de seis a diez meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de diez a quince años” (En la redacción en vigor hasta el 24 de diciembre de 2010).

Establece el artículo 426 del Código penal que: “La autoridad o funcionario público que admitiere dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a su función o para la consecución de un acto no prohibido legalmente, incurrirá en la pena de multa de tres a seis meses” (En su redacción vigente hasta el 24 de diciembre de 2010).

Como señala el Tribunal Supremo en sentencia 362/2008 de 13 de junio, citada en sentencia 478/2010 de 17 de mayo de 2010: “Es preciso que concurran una serie de elementos para la afirmación del tipo:

a) El ejercicio de funciones públicas por parte del sujeto activo.

b) La aceptación por éste de dádivas o regalos.

c) Una conexión causal entre la entrega de esa dádiva o regalo y el oficio público del funcionario.

La expresa utilización del término dádiva, añadido al vocablo regalo, es bien elocuente del deseo legislativo de despejar cualquier duda acerca de la innecesariedad de un significado retributivo, por actos concretos, que inspire la entrega del presente con el que se quiere obsequiar al funcionario receptor. De ahí que no falten voces en la doctrina que adjudican al art. 426 la naturaleza de delito de peligro abstracto, idea presente en algunos de los pronunciamientos de esta Sala, como la STS 361/1998, 16 de marzo, en la que se afirma que mediante la incriminación de esa conducta se “...protege la imagen del Estado de Derecho en el sentido de preservar la confianza pública en que los funcionarios ejercen sus funciones sometidos al imperio de la ley”.

La necesidad de un enlace causal entre la entrega de la dádiva y el carácter público del receptor, también ha sido expresada por la jurisprudencia. Bien elocuente es la STS 30/1994, 21 de enero, cuando precisa que”...el término “en consideración a su función” debe interpretarse en el sentido de que la razón o motivo del regalo ofrecido y aceptado sea la condición de funcionario de la persona cohechada, esto es, que sólo por la especial posición y poder que el cargo público desempeñado le otorga le ha sido ofrecido la dádiva objeto del delito, de tal forma que si de algún modo dicha función no fuese desempeñada por el sujeto activo el particular no se hubiere dirigido a él ofertando o entregando aquélla”.

Dispone el artículo 423 del Código Penal que “1. Los que con dádivas, presentes, ofrecimientos o promesas corrompieren o intentaren corromper a las autoridades o funcionarios públicos serán castigados con las mismas penas de prisión y multa que éstos. 

2. Los que atendieren las solicitudes de las autoridades o funcionarios públicos, serán castigados a la pena inferior en grado a la prevista en el apartado anterior”. (Redacción en vigor hasta el día 23 de diciembre de 2010).

Respecto a los preceptos penales descritos, la actual fase de la instrucción no permite la concreción del tipo de cohecho que deba, en su caso y una vez completada, ser referido a cada uno de los funcionarios y autoridades presuntamente responsables. Sin perjuicio de ello, indiciariamente resulta la percepción y/o solicitud de dádivas por parte de los aforados, por la comisión de un acto cuando menos injusto (artículo 420 del Código penal), pues merced a las mismas, los aforados facilitaron información que no debía ser pública relativa al Plan General de Ordenación Urbana de Alicante e incluso procedieron a modificar el mismo en atención a los deseos manifestados por un particular, prescindiendo de los intereses generales y atendiendo exclusivamente al interés privado, procediendo posteriormente a dictar las correspondientes resoluciones en atención a los referidos intereses particulares. Y en su sentencia 20/2001, de 28 de marzo, en materia de contratación pública, el Tribunal Supremo indica que no se trata de identificar la injusticia del acto con la propia percepción de la dádiva, sino de constatar el hecho de que la adjudicación de una obra pública precondicionada por un acuerdo previo adoptado en función de una dádiva y prescindiendo en consecuencia de los factores objetivos que deberían determinar el proceso de selección entre ofertas situadas en condiciones de igualdad, constituye en sí misma un acto intrínsecamente injusto, como manifiestamente contrario a nuestro Ordenamiento Jurídico.

VI.- Fundamentos jurídicos sobre el delito de actividades prohibidas a los funcionarios públicos.

Establecía la redacción vigente hasta el día 23 de diciembre de 2010 del artículo 439 del Código Penal que: “La autoridad o funcionario público que, debiendo informar, por razón de su cargo, en cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal circunstancia para forzar o facilitarse cualquier forma de participación, directa o por persona interpuesta, en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a cuatro años”.

Señala el Tribunal Supremo en sentencia de 5 de febrero de 2001 que “El tipo de delito del art. 439 CP 95 viene conformado por los siguientes elementos:

1º. Nos encontramos ante un delito especial, es decir, un delito que sólo pueden cometer las personas en las que concurre alguna determinada condición, concretamente en el caso el sujeto activo del delito ha de ser la autoridad o funcionario público que tenga el deber de informar por razón de su cargo en cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad. Para poder actuar como autor en sentido estricto de este delito ha de reunirse una doble condición:

1ª. Ser autoridad o funcionario público.

2ª. Que por el cargo concreto que desempeñe tenga deber de informar en cualquier clase de asunto.

En los expedientes administrativos intervienen o pueden intervenir varias clases de funcionarios o autoridades: por ejemplo, quienes actúan en el trámite burocrático dando curso al procedimiento, quienes lo resuelven y también quienes han de informar antes de la resolución que les pone fin. El legislador ha querido que únicamente estos últimos sean los que pueden cometer este delito, no los demás…

Conviene añadir aquí que el deber de informar al que se refiere este art. 439 puede venir impuesto por la ley o por otra disposición general de rango inferior, y también por el modo de actuar concreto en el organismo de que se trate conforme a sus propias normas internas. Incluso puede ocurrir que quien haya de resolver también tenga que informar, como sucedería cuando el órgano decisor sea de carácter colegiado y uno de sus miembros tenga que informar a los demás sobre la resolución a adoptar o sobre alguno de sus extremos…

2º. Esta autoridad o funcionario, que tiene el deber de informar en cualquier clase de asuntos, ha de participar, directamente o por persona interpuesta, en un negocio o actuación que sea de aquellos en los que como funcionario o autoridad tiene el deber de informar. Es decir, ha de intervenir como particular en un asunto de la clase de aquellos en que por su cargo público tenía el deber de informar…

3º…que haya habido un aprovechamiento de esa circunstancia de deber informar por razón del cargo para forzar o facilitarse esa participación como particular. Ha de utilizarse tal circunstancia (tener que informar como instrumento para obtenerse esa participación en el asunto a título particular). Ha de existir una actuación concreta del funcionario o autoridad por medio de la cual, prevaliéndose de que tiene que informar en el correspondiente expediente administrativo, obtenga, por algún procedimiento coactivo o sin coacción alguna (forzar o facilitarse), esa participación en el asunto como particular. Véanse las sentencias de esta Sala de 28.12.99 y 27.11.2000 …”

SEGUNDO.- ANTECEDENTES JURÍDICO-ADMINISTRATIVOS DEL PROCEDIMIENTO.

Se introducen de forma concisa los siguientes razonamientos jurídicos únicamente al objeto de servir argumentalmente a la exposición de los indicios resultantes de la instrucción llevada a cabo, habida cuenta de la especial naturaleza de los delitos investigados, su complejidad y vinculación con otras ramas del derecho, en concreto con el derecho urbanístico.

I.- Fundamentos jurídicos referidos a la tramitación del Plan General de Ordenación Urbana y al concepto de resolución.

Dispone el artículo 3 de la Ley Urbanística Valenciana, Ley 16/2005 de 30 de diciembre (en adelante LUVA) que la actividad urbanística es una función pública.

El artículo 83 LUVA establece que el órgano competente de la administración que promueva la redacción del Plan, concluida ésta, lo someterá simultáneamente a información pública, por un período mínimo de un mes para su consulta pública en el Ayuntamiento afectado por el cambio de ordenación.

Lo someterá asimismo a Informes de los distintos departamentos y órganos competentes de las administraciones conforme a la normativa reguladora de sus respectivas competencias, así como a informes de las empresas que gestionen o exploten infraestructuras de servicios declarados esenciales o de utilidad pública.

Concluidos los trámites se resolverá sobre su aprobación provisional, con introducción de las rectificaciones que estime oportunas, y lo remitirá a la Conselleria competente en urbanismo interesando su aprobación definitiva.

El Tribunal Supremo, en sentencia 268/2007 de 9 de abril, argumentó sobre el concepto de resolución en el contexto de un delito de prevaricación y refiriéndose a una Declaración de Impacto Ambiental (DIA), exponiendo que: “Dentro de los actos administrativos concretos los resolutorios han de diferenciarse de los de trámite, en que aquellos dan definitivamente forma a la voluntad administrativa.

Así el TC -sentencia 143/1985 - señala que los actos resolutorios ponen fin a los procedimientos administrativos, mientras que los actos de trámite instrumentan y ordenan el procedimiento para hacer viable la resolución definitiva.

Y el TS precisa que la resolución es un acto de contenido decisorio que resuelve sobre el fondo del asunto con eficacia ejecutiva y que para determinar tal carácter ha de atenderse a la normativa que regula el sector de la actividad pública de que se trate; sentencias de 27.6.2003 y 12.2.1999.

Y, si bien la DIA no supone la declaración última de la voluntad de la Administración, sí encierra esa declaración de voluntad última en el ámbito de la competencia de medio ambiente; lo que puede desprenderse de los textos normativos”.

En consecuencia la aprobación provisional de una revisión de planeamiento general reviste el carácter de resolución administrativa, dado que es una declaración de voluntad municipal última en el ámbito de sus competencias en la elaboración o revisión de un Plan General de Ordenación Urbana, tal es así que las resoluciones autonómicas sobre la aprobación definitiva nunca cuestionarán la interpretación del interés público local formulada por el Municipio desde la representatividad que le confiere su legitimación democrática, pudiendo fundarse, exclusivamente, en exigencias de la política urbanística y territorial de La Generalitat. (artículo 85.3 LUVA). Es más, el artículo 219 del Decreto 67/2006, de 19 de mayo, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística (en adelante ROGTU) se refiere expresamente a la aprobación provisional como una resolución.

II.- Fundamentos jurídicos sobre el trámite de información pública.

El artículo 554 ROGTU  dispone que los anuncios de información pública deben indicar con claridad, entre otros extremos, el instrumento o expediente sometido a información pública; la duración del período de información pública, y el momento a partir del cual deba considerarse iniciado; el lugar y horarios dispuestos para la consulta del instrumento o expediente, así como para la presentación de alegaciones, sugerencias y cualesquiera otros documentos.

Durante el período de información pública todas las personas, físicas y jurídicas pueden consultar toda la documentación escrita, gráfica y cartográfica que integre el instrumento o expediente, así como presentar tanto sus alegaciones como cuantas sugerencias, informes y cualesquiera otros documentos estimen oportuno aportar en relación con el instrumento o expediente sometido a información pública.

Tal y como viene señalado en la páginas 16 y 17 de la Memoria Justificativa del Plan General de Ordenación Urbana unida a la causa, la Exposición al público por plazo de tres meses se acordó en sesión del Pleno Municipal del Excelentísimo Ayuntamiento de Alicante de 15 de octubre de 2008,  siendo publicada en el Diario Oficial de la Generalitat Valenciana 5872 de 17 de octubre de 2008, presentándose dentro del plazo un total de 3146 alegaciones (Página 20 de la Memoria).

En sesión extraordinaria del Excmo. Ayuntamiento se aprobó provisionalmente la Revisión del Plan General el día 17 de abril de 2009, decidiéndose abrir un segundo período de información al público (página 23 de la Memoria), abriendo nuevamente el plazo de un mes para formular alegaciones (página 23 de la memoria). En este período de alegaciones se presentaron 1096 alegaciones, estimándose en su totalidad un 18%, parcialmente un 24% y desestimándose en su totalidad un 28% (página 24 Memoria).

III.- Fundamentos jurídicos sobre los suelos no urbanizables protegidos y su adscripción a suelos urbanizables.

Establece el artículo 15.3 de la Ley del Suelo No Urbanizable, Ley de la Generalitat 10/2004 de 9 de diciembre que: “Sin perjuicio de las reservas de suelo para parque público exigibles en la legislación urbanística, podrán incluirse en la red primaria, con la consideración de parque público natural, suelos clasificados como no urbanizables, en cualquiera de sus categorías, que, pese a reunir algún tipo de valor paisajístico o medioambiental, posean características especiales que los haga especialmente aptos para el esparcimiento ciudadano.

Estos parques públicos estarán adscritos a los distintos sectores de suelo urbanizable, siéndoles de aplicación la legislación urbanística. La normativa urbanística del plan establecerá para estos parques las condiciones que compatibilicen su uso con la protección de los valores existentes. El plan podrá establecer justificadamente un coeficiente de equivalencia entre la superficie de estos suelos y la del suelo urbanizable a la que se adscriben, a efectos de reparto de beneficios y cargas.”

En tanto que el artículo 13.6 de la Ley 4/2004 de 30 de junio de Ordenación del Territorio y Protección del Paisaje (en adelante LOTPP) dispone que: “Toda clasificación de suelo no urbanizable en suelo urbanizable, conllevará la obligación de ceder gratuitamente a la administración suelo no urbanizable protegido, en una superficie igual a la reclasificada con las siguientes condiciones:

a) Los suelos a ceder tendrán previamente la clasificación de suelo no urbanizable protegido por el planeamiento municipal o estarán protegidos por alguna figura procedente de la legislación medioambiental. De igual modo podrán ser objeto de cesión aquellos que tengan incoado algún procedimiento administrativo tendente a su protección…”

El artículo 12 LUVA dispone al respecto de la clasificación del suelo urbanizable que: “ 1. El planeamiento clasificará como suelo urbanizable los terrenos que pretenda incorporar al proceso de urbanización, a medida que el desarrollo de la red primaria de dotaciones y el grado de definición de la ordenación estructural permita integrarlos en dicho proceso dentro de un modelo territorial sostenible y coherente.

2. La clasificación como suelo urbanizable por el Plan General supone la mera aptitud de los terrenos para su urbanización, previa programación de los mismos”.

El artículo 20 ROGTU establece que: “Toda clasificación de suelo no urbanizable en suelo urbanizable, mediante cualquier medio admitido por la legislación urbanística, exige la cesión gratuita a la Administración Pública de suelo no urbanizable protegido con una superficie igual a la reclasificada… Esas cesiones se realizarán a cargo de la actuación sin perjuicio de las cesiones de suelo dotacional público correspondiente a la red secundaria conforme a la legislación urbanística, siendo de aplicación para conseguir su obtención, lo establecido en el art. 15 apartado 3 de la Ley del Suelo No urbanizable…Los propietarios de estos suelos podrán participar en la reparcelación como titulares de suelos aportados a los que se aplicará el correspondiente coeficiente de ponderación de valor de acuerdo con lo dispuesto en la legislación estatal sobre régimen del suelo y valoraciones. Estos suelos también podrán ser objeto de expropiación, en cuyo caso será considerada como carga de urbanización repercutible a cargo del Programa de Actuaciones Integradas…”

Únicamente podrán ser objeto de cesión los terrenos: “a) Que estén formal y expresamente declarados como suelo protegido en aplicación de la legislación sectorial de espacios naturales protegidos, por tener la consideración de parques naturales, parajes naturales, parajes naturales municipales, reservas naturales, monumentos naturales, sitios de interés, paisajes protegidos, y otras figuras previstas en esa legislación sectorial…

c) Suelos pertenecientes a los entornos de protección, de amortiguación de impactos, preparques, corredores biológicos y otros suelos vinculados a las figuras de protección antes señaladas, siempre que fuesen suelos no urbanizables de protección especial, y además hayan sido objeto de un informe favorable del órgano competente de la Dirección General de Planificación y Ordenación Territorial de la Conselleria competente en materia de territorio u órgano que lo sustituya.

d) Que los terrenos estén formal y expresamente clasificados como suelo no urbanizable protegido por el planeamiento territorial y urbanístico de conformidad con la pertinente evaluación de su impacto ambiental…” (artículo 21 ROGTU).

En este sentido la memoria justificativa de la revisión del PGOU hace referencia a la cesión gratuita de suelo urbanizable protegido en la misma superficie que se reclasifique de suelo no urbanizable en urbanizable (página 233 párrafo primero de la memoria), señala expresamente que: “…la obtención de los terrenos objeto de la cesión se realiza mediante su inclusión en el área de reparto del sector al que quedan adscritos, siendo así que a los efectos de la gestión para la obtención de esos suelos el Plan puede establecer, justificadamente, a los efectos del cálculo del aprovechamiento tipo, un coeficiente de ponderación, denominado coeficiente k, cuyo contenido material se traduce en un coeficiente de equivalencia entre la superficie de estos suelos cedidos y la del suelo urbanizable al que se adscriben en orden a la equidistribución de beneficios y cargas” (página 233 párrafo tercero de la memoria).

Dispone el artículo 146 ROGTU 
que “1. La Memoria Justificativa deberá contener la explicación suficiente y adecuada que legitima:

A) La ordenación estructural e información estadística de sus magnitudes, incluyendo:

a) El modelo territorial propuesto, su adecuación a los principios rectores y objetivos de la Ley de Ordenación del Territorio y Protección del Paisaje, así como la justificación de su coherencia con el planeamiento de los municipios colindantes, y el fundamento objetivo, racional y razonable que justifica su adopción frente a otras posibles alternativas.

b) Las tablas que expresen las dimensiones de la evolución urbana previsible y las superficies incluidas en cada clase de suelo, Sector y Unidad de Ejecución…

C) Los criterios utilizados para realizar el cálculo del aprovechamiento tipo, y la justificación de la delimitación de las áreas de reparto…

3. La Memoria Justificativa se redactará de modo sintético, evitando teorizaciones innecesarias al fin perseguido, que es el de explicar el fundamento objetivo, racional y razonable de las decisiones y determinaciones del contenido propositivo del Plan General.”

En la página 237 de la memoria se expone que: “…los suelos aportados como Parque Público Natural pueden ser objeto de un coeficiente de ponderación cuyo contenido material se traduce en un coeficiente de equivalencia entre la superficie de los referidos suelos y la del suelo que se reclasifica al que se adscribe, valorados todos ellos conforme a su naturaleza y no a sus futuras expectativas”.

Dice la memoria que el Plan ha establecido cuatro criterios para objetivar el coeficiente de homogeneización, a los cuales se les atribuye una ponderación diferente que atiende a la relevancia presente en la propia determinación de los mismos, obteniéndose así una media ponderada. Estos datos se reflejan en el cuadro de la página 239 de la Memoria.

Ese coeficiente k) adaptado que, como se expresa en la memoria, es un coeficiente de equivalencia entre la superficie de estos suelos cedidos y la del suelo urbanizable al que se adscriben en orden a la equidistribución de beneficios y cargas, es el siguiente para estos Parques Naturales:

ORGEGIA



0.3827

LOMAS DEL GARBINET

0.4456

SERRA GROSSA


0.3884

PINO




0.4751

PORQUET



0.3388

BORGUNYO



0.3319

SALADAR



0.4335

TABARCA



0.3228

AMPLIACIÓN PALMERAL
0.3620

PORTELL



0.2549

FONTCALENT


0.3319

En la página 241 de la Memoria se expone que: “Las superficies de parque natural adscrito a cada sector en metros cuadrados ponderados deberá concretarse en cada planeamiento parcial, desponderando posteriormente su coeficientes en función del Parque Natural que se asigne. El Ayuntamiento será el que tiene en cada caso la decisión de la elección de Parques Naturales, a fin de tener obtenciones coherentes sobre el territorio y en el tiempo”.

Los diferentes sectores irán adscribiendo a sus ámbitos reparcelables los Parques Naturales descritos para cada área de reparto en el orden que se establece en los cuadros recogidos en la página 241 de la Memoria:

Para el Área de Reparto 1, que contiene los suelos urbanizables denominados LAS TORRES DE LA HUERTA, PANTEÓN DE GUIJARRO, BARÍTONO PACO LATORRE, PLA DE NADAL, y LAS LOMAS DEL GARBINET (Página 240 de la Memoria) el orden y superficie de adscripción es el siguiente (la superficie de adscripción se obtiene de multiplicar el coeficiente k) homogeneizado sobre la superficie neta del suelo del Parque, esto es por ejemplo para el Parque Natural del Saladar de Aguamarga 1.244.754,85x0.4335=539.638,17), resultando las siguientes cantidades según la memoria:

1º.- SALADAR

539.638,17

2º.- SERRA GROSSA
298.076,12

3º.- AMP PALMERAL 
105.598,30

4º.- LOMAS GABINET 
185.345,95

5º.- ORGEGIA

129.951,92

6º.- TABARCA

77.366,13

7º.- EL PORQUET

122.759,13

8º.- PINO


143.034,96

La suma total de estas superficies asciende a 1.601.770,68 metros, cantidad que coincide con la cuantía de superficie de Parque Natural Ponderado recogida en el primer cuadro de la página 240 de la memoria y con la suma total del cuadro encabezado con la denominación NLm2sp (superficie en metros cuadrados de Parque Natural). El 81.64 % de la superficie de los Parques Naturales adscritos al área de reparto 1 se adscriben al sector denominado LAS TORRES DE LA HUERTA UZO 1, y de ese suelo adscrito la mitad procede del Parque Natural de los Saladares de Aguamarga y de Serra Grossa.

Para el Área de Reparto 2, que contiene los suelos urbanizables denominados CAMPAMENTO, ORGEGIA, AMPLIACIÓN GARRACHICO, AMPLIACIÓN DE LA VALLONGA, AMPLIACIÓN LAS ATALAYAS, FONTCALENT, EL PORTELL (Página 240 de la Memoria) el orden y superficie de adscripción es el siguiente (la superficie de adscripción se obtiene de multiplicar el coeficiente k) homogeneizado sobre la superficie neta del suelo del Parque):

1º.- SALADARES

161.865

2º.- ORGEGIA

266.937

3º.- EL PORQUET

277.100

4º.- BORGUNYÓ

1.112.096


5º.- PORTELL

153.156

La suma total de estas superficies asciende a 1.971.154,3 metros, cantidad que coincide con la cuantía de superficie de Parque Natural Ponderado recogida en el segundo cuadro de la página 240 de la memoria y con la suma total del cuadro encabezado con la denominación NLm2sp (superficie en metros cuadrados de Parque Natural). El 32,8 % de la superficie de los Parques Naturales adscritos al área de reparto 2 se adscriben al sector denominado FONTCALENT UZO 11, EL 28,3 % de la superficie de los Parques Naturales adscritos al área de reparto 2 se adscriben al sector denominado VALLONGA UZO 9.

Es de destacar la especial consideración que la revisión del PGOU hace del Parque Natural de FONTCALENT  con una superficie de 3.902.742,31 m2, el cual se podrá adscribir a todos aquellos suelos objeto de reclasificación conforme a las Directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y ocupación del territorio (DEUT artículo 147 ROGTU), comenzando las actuaciones por los ámbitos en colindancia con el suelo urbanizable y siguiendo el criterio de continuidad.

IV.- Fundamentos sobre el aprovechamiento urbanístico y el beneficio obtenido a resultas de los hechos indiciariamente delictivos.

El artículo 114 ROGTU se refiere al criterio normal para la determinación y cálculo del aprovechamiento tipo, en referencia al art. 56 de la Ley Urbanística Valenciana, señalando que se dividirá el aprovechamiento objetivo total del área de reparto entre la superficie de ésta.

El aprovechamiento objetivo o real (materializable) es la cantidad de metros cuadrados de construcción cuya materialización efectiva permite el planeamiento en un terreno. En los cuadros de la memoria justificativa que se extractan seguidamente corresponde a las cantidades bajo la columna con el encabezamiento “edif m2th”, esto es, edificabilidad en metro cuadrado techo, simplificando más, los metros cuadrados máximos de edificación a construir.
El aprovechamiento tipo es la edificabilidad por metro cuadrado que el planeamiento establece  para todos los terrenos comprendidos en una misma área de reparto, a fin de que a sus propietarios les corresponda, en régimen de igualdad, un aprovechamiento subjetivo idéntico o similar, con independencia de los diferentes aprovechamientos objetivos que el plan permita construir en sus fincas. En los cuadros de la memoria que se extractan seguidamente corresponde a las cantidades bajo la columna con el encabezamiento “AT m2thp/m2s”, esto es, aprovechamiento tipo en metro cuadrado techo por cada metro cuadrado de suelo.

De la página 240 de la memoria justificativa se extractan estos cuadros, los cuales coinciden con las fichas de los sectores de suelo urbanizable incluidas en las normas urbanísticas aportadas a la causa por el Excmo. Ayuntamiento de Alicante:

	AREA REPARTO 1
	SUPERFICIE
	IEB homog
	edif m2th
	AT m2thp/m2s
	NL m2sp

	LAS TORRES DE LA 

HUERTA
	2.413.349,30
	0,28
	673.133
	0,18090
	1.307.719,42

	PANTEÓN DE GUIJARRO
	392.726,45
	0,21
	82.713
	0,18090
	64.509,50

	BARÍTONO PACO LA TORRE
	233.940,00
	0,21
	48.889
	0,18090
	36.320,01

	PLA DE NADAL
	725.025,60
	0,22
	157.286
	0,18090
	144.447,41

	LAS LOMAS
	197.509,00
	0,23
	44.552
	0,18090
	48.774,33

	
	3.962.550,35
	 
	1.006.573
	0,18090
	1.601.770,67


	SUPERFICIE
	NL m2sp
	AT m2thp/m2s
	edif m2th
	AREA REPARTO 1

	(2.413.349,30
	+1.307.719,42)
	X   0,18090
	=673.133
	LAS TORRES DE LA HUERTA

	(392.726,45
	+64.509,50)
	X   0,18090
	=82.713
	PANTEÓN DE GUIJARRO

	(233.940,00
	+36.320,01)
	X   0,18090
	=48.889
	BARÍTONO PACO LATORRE

	(725.025,60
	+144.447,41)
	X   0,18090
	=157.286
	PLA DE NADAL

	(197.509,00
	+48.774,33)
	X   0,18090
	=44.552
	LAS LOMAS

	
	
	
	
	


	AREA REPARTO 2
	SUPERFICIE
	IEB homog
	edif m2th
	AT m2thp/m2s
	NL m2sp

	CAMPAMENTO
	241.776,20
	0,23
	55.268
	0,18515
	56.732,40

	ORGEGIA
	266.239,47
	0,28
	74.385
	0,18515
	135.519,80

	AMPLIACIÓN GARRACHICO
	267.231,75
	0,19
	50.472
	0,18515
	5.373,20

	AMPLIACIÓN DE LA VALLONGA
	1.928.119,30
	0,24
	460.417
	0,18515
	558.637,50

	AMPLIACIÓN LAS ATALAYAS
	950.369,85
	0,24
	226.939
	0,18515
	275.352,40

	FONTCALENT
	1.176.438,70
	0,29
	337.601
	0,18515
	646.977,70

	EL PORTELL
	1.009.766,00
	0,24
	241.123
	0,18515
	292.561,30

	
	5.839.941,27
	 
	1.446.205
	0,18515
	1.971.154,30


	SUPERFICIE
	NL m2sp
	AT m2thp/m2s
	edif m2th
	AREA REPARTO 2

	(241.776,20
	+ 56.732,40)
	X   0,18515
	=  55.268
	CAMPAMENTO

	(266.239,47
	+135.519,80)
	X   0,18515
	=  74.385
	ORGEGIA

	(267.231,75
	+  5.373,20)
	X   0,18515
	=  50.472
	AMPLIACIÓN GARRACHICO

	(1.928.119,30
	+558.637,50)
	X   0,18515
	=460.417
	AMPLIACIÓN DE LA VALLONGA

	(950.369,85
	+275.352,40)
	X   0,18515
	=226.939
	AMPLIACIÓN LAS ATALAYAS

	(1.176.438,70
	+646.977,70)
	X   0,18515
	=337.601
	FONTCALENT

	(1.009.766,00
	+292.561,30)
	X   0,18515
	=241.123
	EL PORTELL


Por tanto, al respecto del beneficio económico derivado de la revisión del planeamiento, el mismo se podría obtener no solo por la posible compra de suelo no urbanizable reclasificado en urbanizable, sino también por la adquisición de suelo no urbanizable reclasificado como Parque Natural y su adscripción a uno u otra zona de suelo urbanizable, así como por el orden de preferencia en su adscripción y el valor del coeficiente de ponderación k) atribuido, que permite la adscripción de más o menos metros de suelo de Parque Natural al nuevo sector de suelo urbanizable.

TERCERO.- ANTECEDENTES FACTICOS DEL PROCEDIMIENTO.


En primer lugar es necesario introducir las siguientes fechas y hechos:

· 23/12/1998: Acuerdo del Ayuntamiento de Alicante para la Revisión del PGOU.

· 01/02/2000: Firma del contrato de adjudicación de trabajos de redacción con el anterior equipo redactor, dirigido por el Sr. Cantallops.

· 05/06/2002: Entrega de documentación por el anterior equipo redactor.

· 13/08/2002: Remisión de documentación del Concierto Previo al Servicio Territorial de Urbanismo.

· 20/12/2004: Entrega de documento completo Revisión PGOU por anterior equipo redactor.

· 19/02/2007: Resolución del contrato con el anterior equipo redactor por Acuerdo de la Junta de Gobierno Local.

· 10/12/2007: Acuerdo Junta de Gobierno Local para convocatoria de concurso para la finalización de la revisión del PGOU.

· 25/02/2008: Acuerdo Junta de Gobierno Local de adjudicación del contrato de finalización de los trabajos de revisión del PGOU a la mercantil Laboratorio de Proyectos S.L., siendo Director del Equipo Redactor el imputado Jesús Quesada Polo y colaborador externo el imputado Javier Gutiérrez Miguelez.

· 09/05/08: Primer Auto del Juzgado del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción Número Tres que autoriza las escuchas del terminal telefónico del imputado Enrique Ortiz Selfa (f 43 a 48).

· 06/06/08: Auto del Juzgado del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción Número Tres que amplia las escuchas a los hechos de apariencia delictiva referidos a la tramitación de la Revisión del PGOU (f79 a 87).

· 01/07/2008: Entrega en la Gerencia de Urbanismo por el arquitecto director del equipo redactor, el imputado Jesús Quesada Polo, de la revisión del PGOU para su exposición al público.

· 17/10/2008: Primera Exposición al público de la Revisión del PGOU de Alicante.

· 17/04/2009: Segunda Exposición al público de la Revisión del PGOU.

· 31/05/2010: Aprobación Provisional por el Excmo. Ayuntamiento de Alicante de la Revisión del PGOU.

I.- INDICIOS DE APARIENCIA DELICTIVA IMPUTABLES A D. ENRIQUE ORTIZ SELFA.

1º.- Al respecto del delito de tráfico de influencias que se le imputa.

 Al respecto de la relación personal que une al imputado con funcionario público o autoridad se ha de señalar que obra unido a la causa (folio 5459 y 5460) la transcripción de una conversación entre la alcaldesa de Alicante Sonia Castedo y Enrique Ortiz (25/12/2008 a las 16:23 horas) en el transcurso de la Sra. Castedo agradece al Sr. Ortiz el regalo navideño recibido, hablan de vestuario, de la familia y de la preparación de un viaje previsto a Andorra para esquiar.

Sobre las diligencias policiales practicadas al respecto de este viaje a Andorra basta la remisión a los folios 1881 a 1888 de la causa (Tomo 10), en el que UDEF de la Policía Judicial desarrolla con más detalle las circunstancias del mismo.

En tanto que en los folios 1889 a 1901 (Tomo 10) consta el resultado de las diligencias policiales practicadas al respecto del viaje que conjuntamente con familiares y allegados realizaron a Ibiza Enrique Ortiz y Sonia Castedo. Las diligencias practicadas se documentan también con un acta de video vigilancia.

En los folios 4665 y 4666 de la causa obra unida la transcripción de la conversación telefónica mantenida el día 11/09/2008 entre Luis Díaz Alperi y Enrique Ortiz, en la que el primero le informa de su intención de dimitir como alcalde de Alicante, pasando al teléfono a la señora Sonia Castedo, la cual le sucederá en dicha responsabilidad, y así se lo comunica el señor Alperi al señor Ortiz antes que dar una rueda de prensa en la que se hará publica tal decisión. En dicha conversación el señor Ortiz se refiere al señor Alperi como “su amigo”. Estos son solo algunos de los indicios acreditativos de la especial relación que une al imputado Enrique Ortiz y a las dos autoridades municipales aforadas, que se deducen del contenido de la totalidad de las diligencias practicadas hasta la fecha.

Al respecto de la capacidad de Enrique Ortiz para influir en la voluntad de las autoridades públicas que tienen la potestad y responsabilidad de ser los máximos representantes del consistorio municipal, todo ello prevaliéndose de su especial relación personal con Sonia Castedo y Luis Díaz Alperi, hay que señalar que aproximadamente dos meses y medio después de que se adjudicara a la mercantil Laboratorio de Proyectos S.L. la finalización de los trabajos de revisión del PGOU, meses antes de que el imputado Jesús Quesada presentara el resultado del trabajo que dirigía en la Gerencia de Urbanismo y aproximadamente cinco meses antes de la primera exposición al público de dicho planeamiento revisado, el imputado Enrique Ortiz mantuvo una entrevista en la Gerencia de Urbanismo del Ecmo. Ayuntamiento a la que acudieron también el director del equipo redactor, el imputado Jesús Quesada Polo, y la por entonces concejala de urbanismo Sonia Castedo.

Dicha reunión tuvo lugar el día 15 mayo de 2008 en la gerencia de urbanismo, y de la misma queda constancia por la correspondiente vigilancia y seguimiento acompañado de material videográfico que se une al informe policial como anexos 8 y 8 bis, quedando constancia de su contenido igualmente en los folios 1250 a 1254 de la causa.

En los folios 4204 a 4205 se transcribe la conversación mantenida el día 21/05/2008 a las 17:22 entre el imputado Enrique Ortiz y la concejala de Urbanismo, la Sra. Sonia Castedo, en la misma dicen los interlocutores:

“Ortiz: no, pero aparte, yo… con lo que me dijiste que el otro día tengo que ver el dibujo ese...urgente.

Sonia: ¿de qué?

Ortiz. De lo que me dijiste es que no me podrías enseñar, que luego cuando se fue éste me dijiste que ya me enseñarías.

Sonia: sí, lo que pasa es que me tiene que dar un plano actualizado, porque no hay ninguno actualizado.

Ortiz: ya, pero poco más o menos me tienes que decir…

Sonia: te hemos apañado también lo de...lo que hay entre el APA 9 y LOMAS DE GARBINET.

Ortiz: si.

Sonia: y tenemos apañado también lo del Rico Pérez.

Ortiz: muy bien, pues eso quiero que me lo explíquese eso.

Sonia: es que el otro día, ayer tuvimos la reunión, dice Jesús ¿habló ya de la propuesta? y digo no, no, no. Y entonces lo que vamos a hacer es hablarlo contigo.

Ortiz: si.

Sonia: porque claro, si te parece bien llevarlo. Porque mira lo que no quiero es que lo presentemos, que nos parezca bien, que después lo vea el alcalde o Enrique, que empiecen con cositas, a modificar aquí…

Ortiz: pues seguro.

Sonia:¡Claro! Digo, mejor que lo vean, oye, ¿va bien así?

Ortiz: pero antes de llamarme inicialmente… media hora conmigo. Yo creo que me merezco que me veas media hora… y me enseñas y me contestas alguna pregunta que tengo que hacer, que tengo que comprar algo por ahí.

Sonia: Ah, vale, vale”.

Al respecto de la influencia o el carácter de la relac¡ón que une al Sr. Ortiz con el Diputado Autonómico y exalcalde de Alicante Luis Díaz Alperi habríamos de referirnos a la conversación mantenida entre Enrique Ortiz y Luis Díaz Alperi el día 20/09/2009 a las 21.52 horas, transcrita de forma incompleta en los folios 7471/7472. El contenido relevante de la conversación para esta causa es el que consta en la grabación entre los minutos 4.30 y 7. En el transcurso de dicha conversación el Sr. Luis Díaz Alperi pide explicaciones al Sr. Ortiz por no haber atendido a sus llamadas telefónicas, dialogan sobre las prevenciones que han de adoptar para comunicarse telefónicamente y el Sr. Alperi indica al Sr. Ortiz que con quien este tiene que hablar para resolver el problema es con él y con los socios de Salvetti abogados, refiriéndose al proyecto denominado de la Ciudad de la Economía, cuya gestión se mantuvo hasta el último momento en que devino en inviable a consecuencia de la protección medioambiental.

Al respecto de la resolución dictada susceptible de generar beneficio y que justifica el contenido de las gestiones e influencias presuntamente ejercidas y recogidas en las transcripciones de las conversaciones intervenidas, se ha de señalar que el 31/05/2010 se aprobó provisionalmente por el Excelentísimo Ayuntamiento de Alicante la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana. Según consta en el informe policial unido a la causa en los folios 1238 a 1946 el beneficio pretendido por las sociedades mercantiles en las que participa el imputado Enrique Ortiz sería el que seguidamente se expone.

Para una mejor comprensión de los Planos que seguidamente se van a añadir, unimos a esta exposición en primer lugar la leyenda del Plano del Avance de Planeamiento aprobado por el Ayuntamiento en 15/03/2002 y remitido a la Consellería para el trámite del Concierto Previo.
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La Leyenda de los Planos presentados el 20/12/2004 por el anterior equipo redactor, dirigido por el Sr. Cantallops, testigo en esta causa.
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La leyenda de los Planos redactados por el actual equipo redactor dirigido por el imputado Jesús Quesada Polo.
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A) El que pudiera derivarse de las modificaciones realizadas en la revisión del planeamiento referidas a “lo que hay entre el APA 9 Y LOMAS DE GARBINET”.

Los Planos objeto de interés para el punto concreto objeto de esta exposición son:

PLANO 0: Fotografía del sector.
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PLANO 1: Avance de Planeamiento aprobado por el Ayuntamiento en 15/03/2002 y remitido a la Consellería para el trámite del Concierto Previo.
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PLANO 2: Plano del proyecto presentado el 20/12/2004 por el anterior equipo redactor dirigido por el Sr. Cantallops.
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PLANO 3: Plano del Proyecto sometido a la primera exposición pública, tras ser presentado por el imputado Jesús Quesada Polo el 01/07/2008.
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PLANO 4: Plano aprobado provisionalmente por el Pleno de la Corporación el 17 de abril de 2009.
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PLANO 5: Plano aprobado por la Corporación municipal el 31/05/2010.
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(Se introducen  en los planos marcas rotuladas en rojo no originales de los mismos)

En el sector ubicado entre el Parque Natural de Lomas de Garbinet y el antiguo APA9, ahora denominado UZA4 Vistahermosa, podría tener intereses el imputado a través de la sociedad denominada INMOVIST INVERSIONES INMOBILIARIAS S.L. con C.I.F. B53436085 (folios 1256 a 1270). Las parcelas propiedad de esta mercantil también podrían estar situadas entre el Parque Natural de las Lomas de Garbinet y el denominado anteriormente APA 9 (Área de Planeamiento Anterior- Plan Parcial Aprobado pendiente de ejecución), ahora denominado Sector UZA 4. Dicha franja de suelo es tras la aprobación provisional de la revisión del planeamiento el Sector UZO 14, Sector Las Lomas, con una superficie de 197.509 metros cuadrados, un aprovechamiento tipo del 0,1809, y destinado a ser desarrollado prioritariamente y por Gestión indirecta y para edificaciones aisladas que no superen las nueve plantas, todo ello según la ficha de gestión aportada por el Ayuntamiento de Alicante (informe policial III, folios 2833 a 2839). 

Tal y como puede apreciarse en el PLANO 0, el sector parece no estar desarrollado, ni el vial de acceso y conexión con la autovía A70 parece haber sido construido.

Se reitera que tal y como se ha expuesto anteriormente, el día 15/05/2008 tuvo lugar una reunión en la Gerencia de Urbanismo a la que asistieron la por entonces Concejala de Urbanismo y hoy diputada autonómica Sonia Castedo, el imputado Jesús Quesada y el imputado Enrique Ortiz. Tras dicha reunión se produce una conversación entre Sonia Castedo y Enrique Ortiz en la que
